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La presente monografía aborda  sobre  la intangibilidad sexual de  menor de edad, con especial 
incidencia  en el crecimiento desmedido de  los abusos  sexuales  al menor, así como el 
tratamiento que le viene  otorgando la jurisprudencia  peruana,  donde  incluso se  logra 
evidenciar, que algunos casos  se  logra un inmerecido reducción de la pena  al imputado o 
una mala interpretación de la misma, por no advertir oportunamente, la correcta aplicación 
del Art. 176-A, que en su párrafo final establece el agravio de la pena, cuando existe una 
relación de  subordinado entre  la víctima y el imputado, al encontrarse este  en posesión de  
dominio en su conducción de  empleador  de  la menor de  edad. Así como también, lo que 
es también frecuente  en algunas  denuncias  obedecen  a  venganza de  corte  sentimental con 
el presunto agresor  de  su menor  hija.   
 
En ese  contexto, la  monografía  contiene  temas que permiten mejorar  el panorama  de  este 
delito desarrollando incluso  la caracterización del delito de  violación sexual; asimismo, en 
la parte  normativa  se  inicia  con la evolución del delito de  violación sexual en el Perú,  los 
antecedentes  que materializan el Art. 173 del código penal vigente, también se  efectúa  un  
análisis de los elementos  comunes  de imputación objetiva  del referido delito; adicionando 
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Las violaciones sexuales  son un delito frecuente en América latina, donde el Perú es uno 
de los países con más altas tasas de denuncias por violaciones sexuales de la región y en 
donde la violencia sexual es un fenómeno extendido en todos los sectores económicos, 
grupos de edad y espacios urbanos rurales. Si bien en la primera década del siglo XXI ha 
crecido la atención a los problemas de seguridad ciudadana, la violencia sexual en general 
y las violaciones sexuales en particular a los menores de edad, han recibido una especial 
atención  por parte de las instituciones del Estado y por una gran parte de la sociedad civil 
y los medios de comunicación. 
 
Cabe  precisar que este tipo de  delitos, no tienen unidades especializadas de combate y 
persecución, son delitos que atacan la libertad de las personas en su vida más íntima y, la 
mayor parte de las veces, no son denunciados por diversas causas, a pesar de eso, el 
volumen de las denuncias ubica al Perú entre los países con más altas tasas sexuales del 
continente y revelan la precariedad de la situación y la violencia extendida en nuestro 
país. A pesar de las limitaciones de información, se muestra la precariedad de la situación 
del país  respecto  a  este fenómeno,  la  alta  tasa  de  ocurrencia  del  delito  respecto  del 
continente  y  la  vulnerabilidad  de  las  mujeres  y  los  menores  de  edad,  principales 
víctimas de este delito de Violación  Sexual. La victimización  de  menores  es  una 
realidad a la que tenemos que enfrentarnos como sociedad y que puede llegar a suponer 
graves  consecuencias negativas  para el  desarrollo de aquellos miembros  más 
vulnerables: niñas, niños y adolescentes. 
 
En los Delitos contra la libertad en la modalidad de Violación a la Libertad Sexual en 
menores de edad, la tutela penal prevista en nuestro ordenamiento jurídico penal es la 
libertad sexual de la víctima, es decir, la capacidad de actuación sexual y tratándose de 
menores  de  edad,  la  norma  considera  que  la  libertad  sexual  de  la  víctima  en  la 
modalidad de Violación Sexual de menor de edad artículo 173° del Código Penal. 
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La presencia de niños, niñas y adolescentes en el proceso penal sobre delitos contra la 
libertad sexual, ponen a la luz importantes problemas que se reflejan no sólo en la 
identificación de los mecanismos probatorios que creen convicción en el Juzgador sobre 
el delito y la responsabilidad del presunto agresor, sino en la necesidad de realizar la 
ponderación de los intereses en conflicto dentro de un marco constitucional. El delito 
contra la libertad sexual en agravio de niños, niñas y adolescentes, genera una evidente y 
profunda afectación a su integridad. Esta puede darse en su ámbito espiritual y 
psicológico, como consecuencia de los episodios traumáticos vividos que determinarán 
sus personalidades y la manera en que se relacionarán con otros individuos, también 
puede darse en su ámbito físico cuando se ven expuestos a enfermedades  de transmisión 
sexual quedando sometidos a las graves consecuencias que estas enfermedades pueden 
causarles. Frente a ello se han desarrollado directrices a fin de evitar la re-victimización 
del niño o adolescente que haya sufrido la vulneración  de  su  integridad  sexual. Con la 
finalidad de evitar la  re-victimización interesa resaltar la implementación de la Unidad 
de Atención a Víctimas y Testigos (UDAVIT) y las Cámaras Gesell o Salas de Entrevista 
Única, con las que se pretende que los niños y adolescentes no relaten reiteradas veces la 
traumática situación por la que atravesaron. Este tipo de prácticas deben ser generalizadas 
y potenciadas, ya que constituyen la materialización del interés superior del niño, es decir 
que cuando tales derechos  corren  el  riesgo  de  ser  lesionados,  el  Estado,  a  través  de  
la  acción administrativa o judicial, interviene en defensa de su interés, en numerosas 













La presente monografía, no cuenta con antecedentes directos, sin embargo,  se logró 
encontrar algunas  publicaciones que de manera indirecta mantiene vinculación con la 
monografía, y son: 
 
Malca Serrano (2015) en su tesis de maestría  titulada: “Protección a víctimas del abuso 
sexual”, arriba  a la siguiente  conclusión, que en la entrevista Única en Cámara Gesell, 
sea considerada como prueba anticipada o prueba pre constituida en la denuncia del delito 
de violación sexual en menor de edad, de esta manera se evitaría la re-victimización, 
del(a) menor víctima, esto obedece,  al alto grado de victimización, por ende, la mejor 
manera de proteger a la víctima seria con la entrevista única grabada en Cámara Gessell, 
la misma que serviría para ofrecerla como un medio de prueba importante en el proceso, 
la que de llevarse a cabo es necesario que exista concientización real del tema 
Victimización y esto iría desde el menor grado de los que intervienen en un proceso penal, 
como son los auxiliares de justicia, hasta el más alto grado de los operadores de justicia 
que son los magistrados. 
 
Malca Serrano (2015) en su tesis de maestría titulada: “Protección a víctimas del abuso 
sexual”, donde concluye, los factores que contribuyen a la violación sexual de menores 
de edad y sus consecuencias jurídicas y psicosociales, son la falta de responsabilidad en 
el cuidado, protección e información del menor de edad por las autoridades (educativas, 
políticas y jurisdiccionales) y que traen como resultado la violación sexual de menores de 
edad y la proliferación del delito, de madres solteras y niños irreconocibles, los traumas 
psicológicos en las víctimas y las familias nucleares poco constituidas. Asimismo, el 
Estado no cumple con su deber tuitivo de la indemnidad sexual del menor de edad durante 
el proceso del ilícito, por lo que la víctima se ve afectado por la re-victimización (lentitud 
del proceso); se le insiste con reiteradas declaraciones por parte de los operadores de 




Girón Sánchez (2015) en su publicación titulada: “Abuso sexual en menores de edad, 
problema de salud pública”, donde  en sus conclusiones precisa,  las víctimas de violencia 
sexual presentan una alta probabilidad de desarrollar patrones de agresión hacia otra 
persona debido precisamente a un aprendizaje de internalización de estas pautas de 
conducta, es decir, las victimas por este tipo de delito presenta roles víctima-agresor de 
forma simultánea y no consciente; asimismo, la intervención con víctimas de abuso sexual 
debe tener como objetivo prioritario garantizar la seguridad del menor y evitar la 
ocurrencia de nuevos sucesos, lo que implica actuar tanto sobre la víctima y sus familiares 
como sobre el abusador. 
 
II. MARCO TEORICO 
 
2.1. La violación sexual 
 
La violencia sexual es un problema de salud pública por su impacto sobre el individuo, la 
familia y la sociedad y las estadísticas cada día son más alarmantes, como reporta el 
Observatorio de la Criminalidad del Ministerio Publico de Lima (2013) donde se 
recibieron 17,763 denuncias por el Delito contra La Libertad Sexual, en todos el país, es 
decir un promedio de 49 casos por día, siendo 3,796 las denuncias en Lima, dichos 
reportes señalan además que el 75% fueron menores de edad y el 34% fueron ultrajadas 
sexualmente en sus domicilios. Asimismo, la OMS (2003), advirtió que, en América 
Latina, únicamente cinco por ciento de las mujeres, que son víctimas de violencia sexual, 
denuncia las agresiones a las que fueron sometidas. El organismo en mención indicó que 
los factores que provocan esta situación son variados, desde el bajo apoyo de los sistemas 
judiciales, hasta razones como miedo a la venganza, vergüenza, o temor a ser etiquetadas 
socialmente. (Girón Sánchez, 2015: 62) 
Según Mujica (2011: 17) la violencia sexual, es un amplio conjunto de situaciones en las 
que se vulnera la “libertad sexual” o la “integridad sexual” de una persona. La violencia 
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sexual implica una acción en la que una o más personas ejercen sobre otra “comentarios”, 
“insinuaciones” o “acciones” “para consumar” o “intentar el acto sexual” (actos que 
pueden darse en diferentes espacios de la vida cotidiana y contextos de guerra, invasión 
o violencia política). Asimismo, la Organización Panamericana de la Salud (2005:161)  
conceptúa a la violación sexual como todo acto sexual, la tentativa de consumar un acto 
sexual, los comentarios o insinuaciones sexuales no deseados, o las acciones para 
comercializar o utilizar de cualquier otro modo la sexualidad de una persona mediante 
coacción por otra persona, independientemente de la relación de esta con la víctima, en 
cualquier ámbito, incluidos el hogar y el lugar de trabajo. 
 
La violación sexual incluye para la mirada normativa penal la “penetración” forzada 
físicamente, sea por vía vaginal, anal u oral, ya sea del “miembro viril”, otras partes 
corporales o un objeto. De acuerdo a esto, la violación sexual podría ser cometida por 
varones o mujeres y el sujeto pasivo serían tanto varones, mujeres, niños, niñas y 
adolescentes. La violación sexual puede ser perpetrada por el “cónyuge”, “concubino”, 
“enamorado”, “desconocido”, persona que mantenga algún vínculo de autoridad con la 
víctima, etcétera. (Mujica, 2011: 18) 
 
2.2.  Abuso sexual a  menor de edad 
 
Entendemos como abuso sexual a los contactos e interacciones entre una persona adulta 
con una menor de 18 años con la finalidad de obtener gratificación sexual y/o estimularse 
sexualmente él mismo o a otra persona. El abuso sexual también puede ser cometido por 
una persona menor de edad, siempre y cuando medie una situación de abuso de poder por 
razón de edad, sexo, clase social, coerción, amenazas entre otros. Se le llama “abuso” 
precisamente porque existe una relación desigual entre quienes participan de esta 
interacción, estando la persona abusadora, en una posición de autoridad y poder que se 
utiliza para someter al niño, niña o adolescente a las actividades sexuales. Es un abuso de 
la confianza y un aprovechamiento de la vulnerabilidad e inexperiencia del o la menor de 
edad para realizar acciones que se dirigen a la satisfacción de la persona abusadora. 
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Muchas de las violaciones a los derechos de los niños, niñas y adolescentes se cometen 
dentro del hogar y por parte de quienes tienen la responsabilidad de protegerles. (Viviano 
Lave, 2012: 18) 
 
La violencia sexual en menores de edad ocurren en el seno de la familia y adquieren la 
forma habitual de tocamientos y sexo forzado por parte del padre, padrastro tío, abuelo y 
hermanos o de algún otro (Girón Sánchez, 2015: 63). En ese  contexto, en los primeros 
tres meses del 2016, se registraron 1 mil 390 denuncias por violencia sexual, informó el 
Instituto Nacional de Estadísticas de Informática (INEI).  De este grupo, las denuncias 
por violencia sexual contra la mujer fueron 1 mil 300, siendo la mayoría de víctimas 
mujeres menores de 18 años, es decir, un 70.5%. Y de este total, 34.9% tenían entre 14 y 
17 años, el 25.9% de 10 a 13 años y el 9.7% menos de 10 años de edad. El INEI también 
informó que del total de víctimas del sexo masculino, el 35,6% correspondieron a niños 
entre 7 y 13 años de edad y el 26,7% a adolescentes de 14 a 17 años de edad. Por otro 
lado, el departamento que registró la mayor tasa de denuncias por violencia sexual fue 
Madre de Dios (14 denuncias por cada 100 mil habitantes); siguen San Martín y 
Ayacucho (11 y 9 denuncias por cada 100 mil habitantes, respectivamente). (RPP, 2016 
junio 27) 
 
Por su parte, Echeburua (2009) refiere que son muchas víctimas las que no denuncian y 
han sido agredidas sexualmente, donde el menor de edad tiene temor de la 
desestructuración familiar, el niño se siente responsable de lo sucedido y evita la re-
victimización. A veces las madres de los menores tienen conocimiento de hecho, lo que 
la pueda llevar silencio movilizado por el miedo o el temor de perder a la pareja y la 
dependencia de la madre a no ser capaz de sacar por sí sola a la familia. La víctima que 
sufrió incesto y creció en un contexto confuso, hostil y desprotegido vio perturbadas sus 
posibilidades de desarrollo en todas las áreas: física, emocional, cognitiva e interpersonal, 
y sexuales. Por ello, podemos esperar la aparición de dificultades en los procesos de 
aprendizaje y en el desempeño de los requerimientos propios de cada etapa evolutiva 
desde la infancia y la adolescencia a la vida adulta, que mermen sus posibilidades 
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adaptativas y desestabilicen su equilibrio físico y mental. 
 
2.2.1. Tipos de abuso sexual 
 
Según Viviano Lave (2012: 19 y ss.) generalmente se asocia el abuso sexual 
únicamente con la violación sexual, esto no es correcto ya que existen muchas 
modalidades de abuso sexual; se pueden clasificar en: 
 
A. Tipos de abuso sexual con contacto físico. El contacto físico abusivo se 
puede dar de las siguientes maneras: 
 Contactos bucales en zonas genitales u otras vinculadas a la actividad 
sexual y que suelen estar cubiertas por la ropa (pecho, vientre, pelvis y 
gluteos). Estos contactos pueden incluir besos y otras formas de 
gratificación oral como lamer o morder. 
 Caricias, frotamientos o tocamientos de las zonas del cuerpo ya 
señaladas, con la finalidad de excitarse o explorar el cuerpo del o la 
menor de edad. Esto incluye la estimulación de los órganos sexuales del 
niño o niña. Igualmente, los frotamientos que la persona abusadora 
efectúa “como por descuido”, o aprovechando situaciones en donde el 
cuerpo de la o el menor de edad es accesible, por ejemplo al pasar por 
un lugar estrecho, cuando se está en el microbús, cuando se comparte 
la misma cama, y aprovechando situaciones de expresión de afecto. 
 Realización del acto sexual o coito, lo cual se denomina violación 
sexual. Esto puede darse mediante la penetración del pene en la vagina 
o en el ano. Incluye también la penetración con otras partes del cuerpo 
(los dedos) o con objetos. El denominado sexo oral también se ha 
definido como una modalidad de violación sexual. 
 El sexo interfemoral que consiste en la realización del acto sexual sin 
penetración. El órgano sexual masculino se excita por frotamiento entre 
las piernas de la o el menor de edad. Algunos abusadores suelen recurrir 
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a este acto y evitar la penetración que tiene penas de cárcel más severas. 
 
B. Tipos de abuso sexual sin contacto físico: Existen otras formas de abuso 
sexual en las que no hay contacto físico. Suelen acompañar o servir de 
antesala para el contacto físico posterior: 
 Espiar al niño, niña o adolescente cuando se viste. 
 Exponer los genitales ante el o la menor de edad o masturbarse delante 
de él o ella. 
 Utilizarle para elaborar material pornográfico (tipificado en el código 
penal Art. 183 a). 
 Tomarles fotos o filmarles desnudos. 
 Hacer que vea pornografía. 
 Incitación, por parte de la persona abusadora, a que el niño, niña o 
adolescente toque sus genitales. 
 Incitar la sexualidad del menor de edad mediante conversaciones e 
imágenes de contenido sexual a través del chat, correo electrónico, 
redes sociales entre otros. 
 
2.3. La indemnidad sexual 
 
Se entiende por indemnidad sexual al derecho del niño, niña o adolescente a desarrollar 
su sexualidad en forma natural sin interferencia de hechos que por su naturaleza anormal 
o desviada tengan la capacidad real o potencial para pervertir, corromper o impedir dicho 
desarrollo. En efecto, el desarrollo de la sexualidad humana es un proceso gradual y 
progresivo. La sexualidad es una dimensión humana que comprende aspectos biológicos, 
emocionales, sociales y culturales que se expresan integralmente y se afectan de la misma 
manera en presencia del abuso sexual. En el caso de los niños y niñas no solo sus órganos 
sexuales no están listos para las relaciones sexuales adultas, sino también toda su 
psicología no está preparada para procesar de manera saludable la intensidad de 
emociones y sensaciones que acompañan a las interacciones sexuales correspondientes a 
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la etapa adulta. (Viviano Lave, 2012: 14) 
 
Si bien en los adolescentes, los órganos sexuales externos están desarrollados a nivel 
interno sus órganos y funciones todavía están en proceso de maduración. Igualmente, a 
nivel psicológico, se encuentran en proceso de desarrollo las habilidades necesarias para 
procesar adecuadamente todos los aspectos que se vinculan a la vivencia de la sexualidad 
adulta: la intensidad de las emociones, la modulación de los impulsos, la relación afectiva, 
el compromiso, la reproducción etc. 
 
2.4. Las violaciones sexuales como un problema de inseguridad 
 
La criminalidad es uno de los fenómenos más importantes en el Perú y en la región andina, 
en donde las crecientes cifras de delincuencia común y organizada generan una amplia 
sensación de inseguridad.  La prevalencia de la violencia sexual (en particular contra las 
mujeres) marca una situación estructural en donde se evidencia la situación de 
vulnerabilidad de las mujeres. Las cifras de violaciones sexuales han sido relativamente 
similares en la última década (con incrementos en algunos años), y si bien se trata de un 
problema sistemático que afecta sobre todo a las mujeres (en todos los sectores sociales 
y regiones del país), el carácter “no público” de las violaciones sexuales y la 
“espectacularidad” de otros crímenes han generado que la atención y la percepción sobre 
este delito sea menor a la que correspondería. En este contexto, es evidente que las 
violaciones son un problema extendido en el país, a pesar de que no siempre son 
consideradas en los imaginarios y no siempre son denunciadas. Aun así, a pesar de la 
precaria situación de seguridad y de la evidencia de miles de casos de violaciones 
sexuales, existen diversos problemas de tratamiento de las víctimas. (Mujica, 2011: 43 y 
ss.) 
 
Entre los problemas identificados en el tratamiento del delito y en la protección y atención 
de las víctimas en América Latina se pueden considerar: 
 Los retrasos injustificados por parte de las instancias encargadas de la 
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investigación de los hechos para realizar las diligencias necesarias debido a la 
percepción de estos casos como no prioritarios. 
 Los vacíos en las diligencias, como la no realización de pruebas claves para 
identificar a los responsables, el énfasis en la prueba física (como la determinación 
de la integridad del himen) y testimonial, la escasa credibilidad que se da a las 
aseveraciones de las víctimas y el tratamiento inadecuado a ellas y sus familiares. 
 La revictimización por la reiteración en la toma de declaraciones de la víctima en 
condiciones que no respetan su privacidad. 
 La falta de idoneidad del personal del sistema de justicia que está impregnado de 
patrones socioculturales discriminatorios que repercuten en la efectividad de la 
sanción contra la violencia hacia las mujeres. 
 La ausencia de instancias de administración de justicia en zonas rurales, pobres y 
marginadas. 
 La falta de instancia de acompañamiento legal para las víctimas a lo largo del 
proceso. 
 
La consideración de la víctima es importante, pues las transformaciones en la legislación 
han estado dirigidas en gran medida a mejorar la labor de los jueces y fiscales para el 
estudio y tipificación de los delitos, sin embargo, la víctima ha sido muchas veces 
olvidada. Según Mujica (2011: 46) esto genera elementos de discusión en torno a:  
 La posibilidad y facilidad de establecer una denuncia por violación, los lugares 
autorizados para recibir denuncias, las distancias físicas a recorrer para realizar la 
denuncia, los horarios y costos de la atención.  
 La estabilización y atención de la víctima de violación sexual, que tiene que pasar 
por diversos procedimientos burocráticos antes de recibir atención médica debido 
a que solamente Medicina Legal puede recoger oficialmente pruebas médicas de 
violaciones sexuales (de manera que una víctima que acude o es estabilizada en 
otro centro de salud puede “borrar” pruebas del delito para las autoridades 




 El kit de atención en violaciones sexuales no está disponible en los hospitales 
públicos, y está solamente a disposición de medicina legal que tiene pocas sedes 
en cada ciudad respecto a la cantidad de habitantes. 
 
2.5. Caracterización de la violencia sexual 
 
2.5.1. Perfil de victimas 
Según un informe  de  la Defensoría del Pueblo (2011: 49-50) de los casos 
analizados el 51% de éstas no se obtuvo datos sobre su grado de instrucción ni sobre 
su ocupación u oficio, lo que ha impedido construir datos sobre la participación que 
se reconoce a la parte agraviada en los procesos penales. El proceso penal, 
especialmente en los delitos de acción pública, está diseñado para el debate entre 
dos sujetos procesales (Ministerio Público e imputado), frente a un tercero 
imparcial (Juez), en el que la parte agraviada solo es considerada como testigo 
coadyuvante y sólo se le permite intervenir si es autorizada a hacerlo, para lo cual 
debe solicitar ser constituida en parte civil cuyo fin es lograr la fijación de una 
indemnización por el daño causado. En realidad, el Derecho Penal, como se le 
conoce hoy, es el resultado de la expropiación del conflicto a la víctima por parte 
del Estado.  
 
Este esquema se sustenta en la creencia de la incompatibilidad entre los derechos 
de la víctima y los intereses de la sociedad representados por el Estado y en la 
preocupación por evitar el incremento de acusadores contra el imputado. Si bien lo 
novedoso del Nuevo Código Procesal Penal (NCPP) es la ampliación del concepto 
de víctima (agraviado, actor civil, querellante civil y tercero civil) a la que se le 
reconocen algunos derechos, a diferencia de su antecesor, éstos se refieren 
básicamente al derecho a ser informada de los resultados de las actuaciones en las 
que haya intervenido, a ser escuchada antes de cada decisión que implique extinción 
o suspensión de la acción penal y a impugnar las resoluciones de sobreseimiento y 
la sentencia absolutoria. Solo si se constituye en actor civil, se le permitirá 
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coadyuvar en el esclarecimiento de los hechos y a reclamar la reparación de los 
daños y perjuicios. En efecto, los derechos que se reconocen al actor civil en el 
proceso son limitados. Si bien puede ofrecer y participar en medios de investigación 
y de prueba (Art. 104 del NCPP), su actuación está destinada casi exclusivamente 
a reclamar la reparación de los daños y perjuicios ocasionados por el delito. En 
dicho contexto, se le permite, además, hacer uso de los medios impugnatorios si de 
sus pretensiones indemnizatorias se trata (Art. 407 numeral 2 del NCPP). Sin 
embargo, le estarán vedados estos recursos frente a una pena que le resulte 
insatisfactoria (Art. 98 NCPP). (Defensoría del Pueblo, 2011: 51) 
 
2.5.2. Perfil de denunciados 
A diferencia de lo que ocurre con la parte agraviada, las carpetas contienen 
información más completa sobre el imputado. Respecto al sexo, las carpetas 
analizadas dan cuenta de que los denunciados, en su totalidad, son varones. En la 
mayoría de los casos se trata de personas conocidas de las agraviadas, que tienen 
instrucción y, al momento de los hechos, refirieron estar desarrollando algún oficio 
o prestando algún servicio. Sin embargo, no es posible construir un perfil del 
agresor sexual en razón de que, como se verá más adelante, sus características 
generales no difieren de otros ofensores penales. Respecto al grupo etario al que 
pertenecen los imputados, si bien en la mayor parte de ellos sus edades fluctúan 
entre los 18 y 40 años de edad (66.7%), entre los casos estudiados se ha encontrado 
también a varones jóvenes (de 18 a 29 años de edad) y adultos mayores (de más de 
60 años), de modo que no es posible establecer un vínculo entre la edad del 
denunciado y la comisión del delito. (Defensoría del Pueblo, 2011: 51-52) 
 
Los datos obtenidos respecto de la ocupación dan cuenta de una extensa variedad 
de actividades: empleado (18,8%), obrero (16,7%) agricultor (12,5%), trabajador 
independiente (12,5%), comerciante (8,3%), estudiante (4,2%), funcionario público 
(2,1%) y profesional dependiente (2,1%), mientras que solo el 4,2% se encontraba 
desempleado al momento de la denuncia. Sólo cinco (5) imputados contaban con 
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antecedentes penales, de modo que las políticas de seguridad ciudadana deben 
considerar no solo los delitos comunes que se comenten en la esfera pública sino 
además los que se comenten en el entorno más cercano de las víctimas. De lo 
contrario las acciones que se aborden a este respecto, no serán suficientes para 
detener la violencia sexual contra mujeres. En la sociedad contemporánea, es 
frecuente que se atribuya esta clase de delitos a un supuesto “deseo sexual 
irrefrenable” el cual, sería el origen de los actos de violación que se comenten. Sin 
embargo, esta conducta ha sido explicada teniendo en cuenta el permiso cultural 
por el cual resultan “justificados” los actos de violencia que ejercen las mujeres por 
parte de los hombres. Respecto del grado de instrucción, la información obtenida 
muestra que la mayoría contaba con secundaria completa (27,19%) mientras que el 
18,7% contaba con educación superior completa o incompleta. De modo que la falta 
de instrucción no puede ser considerada como un elemento diferenciador de los 
perpetradores sexuales. (Defensoría del Pueblo, 2011: 53-54) 
 
2.5.3. Relación entre agraviada e imputado 
Si bien la cuarta parte de los denunciados estaba constituido por desconocidos para 
la agraviada (25,0%), cabe destacar que el número mayor de delitos (72,9%) se 
imputó a una persona conocida e incluso a personas con quien sostuvieron una 
relación de pareja formal o de hecho. En efecto, diversos estudios en la Región dan 
cuenta de este fenómeno como una práctica extendida y tolerada, o justificada 
socialmente. Estos advierten que, al contrario de lo que se suele creer, en América 
Latina y el Caribe, la mayor parte de las agresiones sexuales se produce en un 
contexto de relaciones de pareja seguido de relaciones familiares o amicales. Un 
estudio de Iniciativa para la Investigación sobre Violencia Sexual indica que las 
encuestas de población han encontrado que la prevalencia a lo largo de la vida de 
relaciones sexuales forzadas por una pareja íntima varía entre el 5% y el 47%. Por 
ejemplo, en el estudio de la OMS realizado en múltiples países, se encontró que un 
considerable porcentaje (el 12%) de mujeres en las zonas rurales de Perú no creía 
que la mujer tiene derecho a negarse a tener relaciones sexuales con su esposo, aun 
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cuando él está borracho o ella está enferma, y el 26% estuvo de acuerdo en que 
golpear a la esposa está justificado si ella se niega a tener relaciones sexuales. 
(Defensoría del Pueblo, 2011: 55) 
 
La imposición de conductas de índole sexual en el marco de relaciones de pareja se 
puede deber a que socialmente se espera que la pareja femenina cumpla con el 
“débito sexual” incluso si no ha prestado su consentimiento para ello. De manera 
especial, la doctrina nacional y extranjera consideraban fuera del ámbito de 
protección penal los actos de violación que se produjeran en el marco de una 
relación matrimonial. En el marco de un estudio realizado sobre la base de encuestas 
a la población de Lima Metropolitana, el 42,3% de los encuestados decía que no 
denunciaría la violación sexual cometida por la pareja. En los grupos focales del 
mismo estudio se reveló que las mujeres justificaban estas conductas violentas en 
el supuesto incontenible impulso sexual del varón. Otro dato que cabe destacar es 
el referente a las denuncias interpuestas contra los convivientes e incluso contra los 
esposos, lo que se puede deber a una mayor conciencia por parte de las mujeres 
respecto de su derecho a la libertad sexual.  
 
Las agresiones sexuales perpetradas por desconocidos se produjeron 
principalmente contra mujeres que se encontraban realizando labores fuera de sus 
hogares. En varios casos se trató de mujeres que transitaban solas por la vía pública; 
en otras, de mujeres que se encontraban desarrollando una actividad comercial 
ambulatoria o incluso contra aquella que, encontrándose en busca de trabajo mejor 
remunerado, aceptó una entrevista con el agresor, quien se hizo pasar por el dueño 
de una cabina de internet. (Defensoría del Pueblo, 2011: 56) 
 
2.5.4. Lugar de los hechos 
Cabe resaltar que el mayor número de delitos contra la libertad sexual se cometieron 
en casa de la víctima, del agresor o de ambos (47,9%). Este dato es consustancial 
con la pertenencia del procesado al entorno cercano de la víctima que, en la mayoría 
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de los casos, comete el delito aprovechando la confianza que la víctima le ha 
depositado. Esta es una característica de los actos de violencia cometidos contra 
mujeres. Para ellas, la inseguridad ciudadana, no está necesariamente en el espacio 
público sino además en los espacios considerados seguros. Sólo en 11 casos, la 
agresión sexual se cometió en la vía pública o en un local público o en un medio de 
transporte público. Asimismo, cabe destacar que, en el 20,8% de éstas, la agresión 
se cometió en un hostal u hotel. En cuatro de ellos, las agraviadas señalan que no 
recuerdan en qué circunstancias fueron llevadas al lugar, por lo que suponen que el 
denunciado les dio de tomar algún fármaco. En tres casos adicionales, las 
agraviadas sostuvieron que habían haber aceptado ingresar al hotel pero sin el 
propósito de sostener relaciones sexuales con el denunciado, mientras que, en los 
tres restantes, dos de ellas afirmaron que habían sido llevadas sin su consentimiento 
o bajo coacción y en el otro, el imputado la llevo con engaños, aprovechando su 
retardo mental. (Defensoría del Pueblo, 2011: 58-59) 
 
Entre las carpetas judiciales analizadas se encontró un caso en el que la agraviada 
fue violada tanto en la vía pública como en la casa del agresor (en el campo y en la 
casa del agresor donde fue a buscar a una de las ovejas que pastaba). En otro, se 
trató de dos mujeres que fueron agredidas sexualmente por el mismo imputado; una 
de ellas en su propia casa y la otra en la vía pública. 
 
2.5.5. Medios utilizados 
De acuerdo con el informe de  la Defensoría del Pueblo (2011), la mayor parte de 
los actos de vulneración de la libertad sexual se produjo con el empleo de la fuerza 
física (64,6%). En segundo lugar se cometió el delito aprovechando del retardo 
mental de la agraviada (20,8%) y, en tercer lugar, mediante el empleo de fármacos 
o drogas (14,6%). Del total de casos en los que se empleó la fuerza física (31) para 
perpetrar el delito de violación, doce (12) concluyeron con un acuerdo de 
terminación anticipada con pena privativa de la libertad suspendida; seis (6) con 
acuerdo de terminación anticipada del proceso con pena efectiva; en los seis (6) 
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restantes no se formalizó la investigación preparatoria, cinco (5) fueron 
sobreseídos, en un (1) caso el procesado fue absuelto. Sólo en un caso se impuso 
pena privativa de libertad efectiva (sin acuerdo de terminación anticipada). 
 
En la carpeta judicial en la que el acusado fue absuelto, la agraviada sufría retardo 
mental moderado con problemas de lenguaje y comunicación, certificado por el 
Protocolo de Pericia Psicológica expedido durante la investigación del ilícito penal. 
Además, como producto del delito denunciado, la agraviada se encontraba en estado 
de gestación. Sin embargo, uno de los argumentos esgrimidos por el juzgador fue 
que la perita no acudió a las citaciones efectuadas para que declarase en el juicio 
oral, quien debía precisar la edad mental de la agraviada. Llama la atención que el 
representante del Ministerio Público no ejerciera el poder coercitivo que le confiere 
el artículo 66° del NCPP, según el cual el fiscal puede solicitar la conducción 
compulsiva en caso de inconcurrencia. Se debe tener en cuenta, además, que el tipo 
penal contenido en el artículo 172° del Código Penal no exige como elemento de 
tipicidad objetiva que se establezca la edad mental de la agraviada. (Defensoría del 
Pueblo, 2011: 60) 
 
Debe recordarse que si bien la violencia está caracterizada por el empleo de la 
fuerza física en contra del sujeto pasivo, no se requiere que ésta anule y aniquile 
por completo su voluntad y la someta a los deseos y fines del autor, logrando 
convertirla en un instrumento o un objeto, sino que basta con que la violencia, 
siendo idónea, doblegue la voluntad de la víctima. La violencia o la fuerza física 
para que sea típica debe coartar, restringir o reducir el ámbito de autodeterminación 
del sujeto pasivo, inclinándolo a consentir de modo viciado, es decir contra su 
voluntad, el acto sexual u otro análogo. (Castillo Alva, 2002: 72) 
 
2.6. Principales víctimas de violencia sexual: mujeres menores de 18 años 
 
De cada 5 víctimas mujeres de violación, 4 son menores de edad y, del mismo modo, de 
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cada 5 víctimas varones, 4 son menores de edad. Hay que considerar, sin embargo, que 
en las denuncias presentadas a la Policía, las víctimas mujeres son considerablemente más 
numerosas que los varones. Si bien el porcentaje de mujeres menores de edad es menor 
al de los varones en la proporción de cada grupo (78% y 85% respectivamente), la cifra 
real de la población de mujeres menores de edad víctimas de violación es ampliamente 
superior a la de varones, pues el 78% representa 45,736 víctimas mujeres menores de 
edad en la década. (Mujica, 2011: 80). 
 
Por su parte, alrededor del 10% de las víctimas son menores de edad entre los 0 y 9 años, 
alrededor del 25% entre los 10 y 13 años, y alrededor del 45% entre 14 y 17 años. La 
concentración en estos grupos de edad es evidente durante toda la década y las variaciones 
no han sido radicales en los años que la componen. Esto permite pensar dos cosas: por un 
lado, que hay una alta victimización de las personas menores de edad por su condición de 
vulnerabilidad, dificultad para resistirse a las agresiones y por la posibilidad de 
manipulación. Por otro lado, es evidente, en la mayoría de los casos, que las denuncias 
efectuadas en las que las víctimas son menores de edad no son hechas por ellos mismos, 
sino por una tercera persona. ¿Quién es este tercero denunciante? Pues normalmente un 
familiar consanguíneo que da cuenta del hecho a la Policía. Ahora bien, que la denuncia 
de violaciones sexuales de menores de edad sea hecha por un tercero (familiar por lo 
general) muestra que: 
 El hecho ha tenido que ser descubierto por un tercero y, por lo tanto, no siempre 
es la primera vez que se ha cometido el delito con la misma víctima. Ello permite 
pensar que las víctimas menores de edad tienden a sufrir varias violaciones y 
agresiones antes de la denuncia presentada. 
 Que normalmente el agresor en el caso de las víctimas menores de edad tiende a 
ser alguien relacionado al núcleo familiar o a la vida cotidiana de la familia. Esta 
posibilidad aparece racional debido a que los menores de edad tienen un entorno 
de socialización y dispersión de los vínculos sociales más reducidos que quienes 




III. LEGISLACIÓN NACIONAL 
 
3.1. Evolución historia del delito de violación sexual 
 
En el Perú, la transformación de este tipo penal ha implicado diversos procesos y 
redefiniciones que no han terminado y que muestran la historia de un complejo fenómeno, 
atravesado por prejuicios y contradicciones. En la primera mitad del siglo XIX, tras el 
periodo de Independencia, el primer proyecto de Código Penal (el Proyecto de Código 
Vidaurre) tenía ya una sección dedicada a los delitos sexuales, con el título “Violencia 
hecha a las mujeres”. Aquí, la preocupación central era la protección de “la virginidad de 
las mujeres”, y el delito se determinaba según el que “violenta a la que es virgen” 
(Hurtado 2001: 341). Incluso las penas se podían atenuar “si la mujer era viuda”, si se 
trataba de una “mujer soltera que no era virgen”  y “en el caso de esclavas no se considera 
acto sexual, ya que el esclavo y la esclava eran considerados cosas. Como castigo al 
delito, se imponía al sujeto activo (el perpetrador) que “contrajera nupcias” con el sujeto 
pasivo de la acción (la víctima).  
 
Si la víctima no aceptaba o el victimario se rehusaba, se obligaba al victimario “al pago 
de la cuarta parte de su haber” (en el caso en que el victimario careciese de ingresos 
económicos, se le obligaría a trabajar en obras públicas por el tiempo que la víctima 
permaneciera soltera). La sanción era considerada agravada “si la mujer ofendida era 
casada” (Hurtado 2991: 343). Tres décadas después, en 1859, el segundo Proyecto de 
Código Penal contempla la figura delictiva de “Acceso carnal de mujer”, incluyendo los 
casos en los que “se encuentre privada de sus sentidos” (inciso 1) y cuando hay una “mujer 
casada que cree que el delincuente es su esposo” (inciso 3); esta última figura delictiva es 
equivalente al estupro cometido contra la mujer que ha sido engañada con promesas de 
matrimonio y supera los 18 años de edad (Hurtado 2001: 344). El Proyecto de Código de 
1859 sigue la propuesta del Proyecto Vidaurre en proteger la virginidad de manera 
expresa, pero se diferencia de este en que impone mayor pena a los sujetos activos que 
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mantienen algún vínculo con la víctima -“ascendientes”, “guardadores”, “maestros” o 
cualquier persona que mantiene “posición de autoridad”- (Artículo 323 del Proyecto de 
1859).  
 
Este Proyecto incorpora también el Artículo 321, “sobre la sanción complementaria a la 
pena por los delitos de violación, estupro o rapto de doncella”, en la cual se obliga al 
sujeto activo a la “manutención de los hijos nacidos como consecuencia al acceso carnal 
con la víctima”. En el “rapto de doncella menor de 21 años” de edad “que fuera ejecutada 
con violencia hacia los padres o hacia la mujer”, si es que el autor-victimario se casaba 
con la víctima era “eximido de cualquier pena”. 
 
Posteriormente, en el Código Penal de 1863, se encuentran los delitos de violación, 
estupro, rapto y otros (Título II), delitos en los que el bien jurídico protegido es el “honor 
sexual” de la víctima (Hurtado, 2001: 345). El tipo base del delito de violación sanciona 
la violación de una mujer “por medio de la fuerza” o “por uso de narcóticos”, así como la 
“violación de virgen impúber” (incluso cuando hay “acceso carnal con su 
consentimiento”) o “mujer casada que le hicieron creer que el sujeto activo era el marido” 
(Artículo 269). Además, se castiga “el que viole a virgen entre 12 a 21 años de edad” 
(Artículo 270); siendo una forma agravada del delito el “cometido por persona que ejerza 
algún tipo de autoridad en la víctima” (Artículo 271). 
El Código de 1863 mantiene la “virginidad” y la “honestidad” de las mujeres casadas o 
viudas como un “valor” central (Artículo 278) y es la “violación de la virginidad” la que 
determina las penas más altas a imponerse. Por ejemplo, quien rapta a alguna de esas 
mujeres recibía una pena de cárcel en quinto grado, mientras que en la violación de “otra 
clase de mujer”, la pena sería de tercer grado (Artículo 273). Al igual que en el Proyecto 
de 1859, el sujeto activo se encuentra obligado a entregar una “proporción de sus 
facultades” (solo en los casos de mujer violada fuera soltera o viuda), así como a mantener 
a la prole (Artículo 276). En el caso de que el victimario se hubiese casado con la víctima 
(con su expreso consentimiento), podría dejársele exento de pena (Artículo 277). En el 
Código Penal de 1924 se pueden ver grandes cambios en comparación a los Proyectos y 
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al Código anterior. En la Sección III de “Delitos contra las buenas costumbres”, se 
ubicaba el Título I de los “Delitos contra la libertad sexual”, en el que se marca un cambio 
frente al bien jurídico protegido, que pasó de ser solamente el “honor sexual” a sumársele 
la “libertad sexual” (Peña Cabrera 2007: 21).  
 
Por libertad sexual se entendía “la libertad de toda persona de disponer de su propio 
cuerpo en las relaciones sexuales”; para ello se debía respetar los límites que el derecho 
marcaba y “la costumbre social”. Así, el “honor sexual” se entendió como i) el “honor 
subjetivo” que era la estimación y respeto por la propia dignidad; y ii) el “honor objetivo” 
que era la buena reputación que toda persona tenía frente a la sociedad. Además, hay un 
cambio en el tipo base que protege la libertad sexual (aunque no en los términos que hoy 
se entienden), cambio que “respeta” que la mujer soltera mantenga relaciones sexuales, 
aunque mantiene la “irreprochabilidad de la conducta” como un valor importante. Entre 
las conductas del tipo base se exige que el sujeto activo del delito de violación use “la 
violencia o amenaza grave sobre la víctima” para poder perpetrar la acción delictiva 
(Artículo 196). En este código se reconoce como conducta agravante que el sujeto activo 
de la acción coloque a la víctima en “estado de inconsciencia” o la “imposibilidad de 
resistir” (Artículo 197). Por otro lado, a diferencia del Código anterior, el Código de 1924 
separa las figuras de violación sexual y seducción (Artículo 201), en donde se sancionaba 
a la persona que seduce a la “mujer de conducta irreprochable” entre los 16 a 21 años de 
edad. 
 
Pero lo más relevante de este código es que se excluye toda referencia a la virginidad de 
la mujer y a su estado civil. El Código Penal de 1924 no hace distinción entre mujer 
soltera virgen, mujer soltera no virgen, casada o viuda, por lo tanto, se concibe que toda 
mujer en general era potencialmente víctima de violación y ni la “virginidad” ni la 
“honestidad” eran más elementos determinantes (al menos en la formalidad jurídica). Sin 
embargo, para entonces, todavía “la violación entendida como tal debe darse fuera del 
matrimonio” (Hurtado 2001: 349-350) y, por lo tanto, “no existía jurídicamente en la 
esfera de la sociedad conyugal” (incluso cuando se empleaba la violencia para acceder al 
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acto sexual). A finales del siglo XX, la legislación en temas de violación sexual se hace 
más precisa. En 1991, se publicó el actual Código Penal cuyo Capítulo IX “Violación de 
la libertad sexual” se ubica en el Título IV, “Delitos contra la Libertad”. En el capítulo 
IX, se hace una clara diferencia entre delitos de violación sexual a mayores de edad, 
violación sexual perpetrada a menores de edad y seducción. 
 
Los bienes jurídicos protegidos en este tipo de delitos son “la libertad sexual” y la 
“intangibilidad sexual”. Por el primero se entiende “el derecho que tiene toda persona de 
auto-determinarse sexualmente y de rechazar la intromisión de dicha esfera a terceras 
personas cuando no medie consentimiento” (Peña Cabrera, 2007: 21-22). Es decir, cada 
persona mayor de 18 años (que es la edad en la cual se adquiere la capacidad de ejercer 
sus derechos civiles, según el Artículo 42 del Código Civil) puede ejercer la actividad 
sexual en libertad (Bustos Ramírez, 1991: 114). 
 
3.2. En el Código Penal Peruano 
Según el código Penal Vigente, se  preceptúa: 
 
Artículo 173. Violación sexual de menor de edad 
El que tiene acceso carnal por vía vaginal, anal o bucal o realiza otros actos análogos 
introduciendo objetos o partes del cuerpo por alguna de las dos primeras vías, con 
un menor de edad, será reprimido con las siguientes penas privativas de libertad: 
1. Si la víctima tiene menos de diez años de edad la pena será de cadena perpetua. 
2. Si la víctima tiene entre diez años de edad, y menos de catorce, la pena será no 
menor de treinta, ni mayor de treinta y cinco años. 
En el caso del numeral 2, la pena será de cadena perpetua si el agente tiene cualquier 
posición, cargo o vínculo familiar que le dé particular autoridad sobre la víctima o 
le impulse a depositar en él su confianza." (1) (2) 




(1) De conformidad con el Artículo 2 de la Ley N° 28704, publicada el 05 abril 2006, 
no procede el indulto, ni la conmutación de pena ni el derecho de gracia a los 
sentenciados por los delitos previstos en el presente Artículo. 
(2) De conformidad con el Artículo 3 de la Ley N° 28704, publicada el 05 abril 2006, 
los beneficios penitenciarios de redención de la pena por el trabajo y la educación, 
semi-libertad y liberación condicional no son aplicables a los sentenciados por el 
delito previsto en el presente Artículo. 
CONCORDANCIAS: R.M. N° 193-2007-JUS, Art. 25 y  R.M. N° 0162-2010-JUS, 
Art. 27 
 
3.3. Antecedentes Normativos 
 
El artículo 173º del Código penal ha sido objeto de varias modificatorias. En primer 
orden, fue modificado por la Ley Nº 26293 del 14 de febrero de 1994, la cual incremento 
sustancialmente la penalidad prevista en los incisos 1, 2 y 3 del citado artículo; y, por otra 
parte, sustituyo la agravante del último párrafo por la “posición, cargo o vínculo familiar 
que le dé particular autoridad sobre la víctima o le impulse a depositar en él su 
confianza…”, previendo una penalidad máxima de treinta años de pena privativa de 
libertad. En este caso, el legislador, determino la circunstancia agravante en base a 
responsabilidades de carácter institucional entre el agente delictivo y el sujeto pasivo, que 
consecuentemente, revisten un mayor grado de reprochabilidad ético-social. Luego, 
mediante el Decreto Legislativo Nº 896 del 24 de mayo de 1996 “Ley contra los Delitos 
Agravados”, que mediante la Ley Nº 26950 se otorgó al Poder Ejecutivo facultades 
legislativas en materia de Seguridad Nacional, se incrementaron drásticamente la 
penalidad de los incisos 1, 2 y 3; llegando al extremo de imponer cadena perpetua al caso 
de la agravante del último párrafo del artículo 173º in fine. En este punto se desconoce 
con exactitud, cual fue el criterio empleado por el legislador para incluir el artículo 173º 
(violación de menores) en este paquete legislativo, referente a Seguridad Nacional, si 
dicha expresión de violencia se caracterizaba por los delitos de secuestro, asesinato y robo 
con la utilización de armas, municiones y explosivos utilizados por las fuerzas de orden: 




Por otra parte, la pena fue atenuada  a través de la Ley Nº 27472 del 05.06.2001 tanto en 
los incisos (1-3), así como en la circunstancia agravante. Posteriormente, por disposición 
del Art. 1º de la Ley Nº 27507, publicada el 13.07.01, fueron restituidos los marcos 
penales atenuados, salvaguardándose la sobre-criminalización defendida por diversos 
sectores políticos y sociales de la sociedad peruana. Tal postura surge ante el 
cuestionamiento del sistema penal y la exigencia de una intervención efectiva del Estado 
sobre el delincuente (por crisis de prevención especial) y la necesidad de una respuesta 
penal más contundente, que garantice mejor la seguridad. Parece estar sentada así la base 
ideológica de los planteamientos inocuizantes; uno de los demás significativos es el que 
se refiere al ámbito especialmente sensible de los delincuentes sexuales.  
 
El proceso criminalizado del legislador en el ámbito de los delitos sexuales no tiene freno 
alguno, pues las modificaciones, incorporaciones y/o derogaciones se han mantenido sin 
cesar en estos últimos años. A tal punto, que continuaron con dos reformas adicionales, 
ambas de repercusiones importante en la figura delictiva del artículo 173º, lo que refleja 
lo sensible que son estos temas en la población, pues las reformas penales han tenido 
como precedente hechos de violencia sexual que conmovieron la opinión pública, al 
tratarse de victimas de menores de tres años de edad, inclusive una bebe de seis o nueve 
meses de nacida, o que desencadena inmediatamente es una demanda enérgica de la 
población de una mayor dureza punitiva; la cual se materializa de forma mediática por el 
legislador, ante una demanda de inclusión de nuevas circunstancias agravantes, el 
adelantamiento de la barrera de protección de Derecho Penal. Con todo, la penetración de 
elementos de valoración.  Esa fue la suerte de la Ley Nº 28251 del 08/06/04, 
esencialmente neo-criminalizadora. Sin embargo el punto del iceberg, fue la sanción de 
la Ley Nº 28704, el cual incluye la penalización de actos sexuales (acceso carnal), de 
personas mayores de 14 años y menores de 18. (Peña Cabrera, 2013: 767-768) 
 




El bien jurídico se desdobla en dos: pues, en principio el bien jurídico objeto de tutela es 
la libertad sexual, la capacidad de autodeterminación sexual, el desarrollo de la esfera  
sexual en una esfera de plena libertad en cuanto a dicha disposición, esto es, personas 
libres y responsables, que fuera trazado la frontera de los catorce años. Frontera 
cronológica que no precisamente refleja la realidad social, pues que la disposición de la 
esfera sexual ha ido variando sus contornos conforme el avance de la ciencia, de la 
tecnología, conforme a la apertura misma de la sociedad, de acuerdo a una perspectiva 
liberal. Habiéndose expulsado ciertos tabúes, pecados, etc.; habiéndose abierto la 
mentalidad hacia una configuración de la sociedad más llevada al respecto por la 
individualidad.  
 
El desarrollo de la sexualidad parte de la propia autorrealización de la persona, debe 
llevarse con responsabilidad y madurez, a fin de evitar consecuencias no deseadas 
(embarazos, contagios de graves enfermedades sexuales). Máxime, si la sexualidad debe 
ser objetiva también desde una dimensión positiva, en cuanto coadyuva el desarrollo y 
autorrealización personal, así como a las relaciones del individuo con sus congéneres. 
Ahora bien, la edad de 14 años puede resultar excesiva para delimitar la frontera entre la 
libertad sexual y la intangibilidad sexual, partiendo que la norma debe adecuarse a la 
realidad social, pues de no ser así, se producirá un divorcio que desencadenaría en la 
ilegitimidad del proceso normativo. (Peña Cabrera, 2013: 768-769) 
 
Es conocido que los jóvenes  de hoy (hombres y mujeres), inician su vida sexual, de los 
12 a los 14 años, sobre todo, en zonas calurosas, donde las pasiones brotan con mayor 
naturalidad. En la legislación penal argentina la edad límite es de 13 años, habiendo sido 
elevada a partir de la dación de la Ley Nº 25.087, pues antes era de 12 años. Como 
argumenta DONNA, si desde la versión del Código Penal argentino de 1921 se mantuvo 
la edad de 12 años, en la actualidad, cuando las relaciones sexuales entre menores son 
más habituales, dado que es más frecuente que la vida sexual se inicie en edades más 
tempranas, no existen motivos para fundamentar esta modificación. Ello importa un 
desconocimiento de la evolución ideológica que en materia de sexo ha experimentado 
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nuestra sociedad en el transcurso del siglo XX, y una inadmisible contradicción con 
nuestra realidad cultural apunta Estrella. Así, el Código Penal español de 1995, que 
considera en el artículo 181.2 (1º) abuso sexual no consentido los que se ejecuten sobre 
menos de doce años. Con todo, los dictados de la política criminal del legislador deben ir 
en correspondencia con las transformaciones estructurales de la sociedad, a fin de 
viabilizar el rendimiento y legitimidad de la norma penal, por lo que en el ámbito de los 
delitos sexuales la orientación debería implicar una rebaja de edad, y no en aumento, 
como equívocamente ha trazado el legislador en la última reforma, lo cual supone la 
moralización de la norma penal en todo caso.  
 
En fundamento de la tutela es el grado de inmadurez psico-biologico de los menores de 
catorce años, situación que los coloca en la capacidad de controlar racionalmente su 
conducta sexual. De allí que la ley prescribe la completa obtención: “puero debetur 
máxima reverentia”. Completa abstención que en realidad parte de una presunción no 
siempre empíricamente demostrable, pues dicha presunción es jurídica y no fáctica, pues 
puede que en algunos casos, si exista el consentimiento solo que para el orden legal este 
no  valido, a pesar de advertirse un discernimiento en el menor científicamente 
comprobable; pues en verdad, lo que se presume es que el menor no está en capacidad de 
comprender la naturaleza y los alcances de la relación sexual que realiza, lo cual en ciertos 
casos no será así. En el caso de los menores, el ejercicio de la sexualidad con ellos se 
prohíbe en la medida en que puede afectar el desarrollo de su personalidad, y producir en 
ella alteraciones importantes que incidan en su vida o su equilibrio psíquico en el futuro, 
en cuanto la perturbación el normal desenvolvimiento de su sexualidad, que puede afectar 
sus relaciones en el futuro, así como su estabilidad emocional y psíquica que también se 
ve afectada con este tipo de conductas. La ley con esta previsión, impone un deber 
absoluto de abstinencia sexual con los sujetos particularmente tutelados y que, 
implícitamente se considera carnalmente inviolables, aunque de su conocimiento. (Peña 




En definitiva, al margen de cualquier consideración en torno al fundamento de la 
incriminación (presunción de incapacidad de consentimiento, inmadurez psico-biológica 
o sexual, vicio del consentimiento prestado, etc.), existe unanimidad en aceptar que la 
verdadera voluntad de comprender y captar la transcendencia del acto sexual solo surge 
después de una determinada edad. Por consiguiente, a la anuencia de la víctima es 
irrelevante y carece de eficacia jurídica; de todos modos, la captación de dicha 
transcendencia no siempre vendrá determinada por la edad cronológica fiada por el 
legislador. Por la sola razón biológica de la edad, la ley presume, juris et de jure, que el 
menor  carece de capacidad y discernimiento para comprender el significado del acto 
sexual, por lo que niega existencia valida a su consentimiento, al que no le acuerda 
ninguna relevancia jurídica a los fines de la tipificación del delito. La irrelevancia del 
consentimiento del menor, es puesta en la siguiente ejecutoria, recaída en el Exp. Nº 0458-
2003-Callao, que el supuesto consentimiento prestado por la victima resulta irrelevante 
para los efectos del presente caso, por cuanto la figura de “violación presunta” no admite 
el consentimiento como acto exculpatorio ni para los efectos de la reducción de la pena, 
por cuanto en todos estos casos siempre se tendrán dichos actos como violación sexual, 
dado que lo que se protege es la indemnidad sexual de los menores.  
 
En cuanto a la probanza de la minoría de edad, en definitiva, esta debe ser acreditada no 
solo por el imputado, pues debe probar que es menor de edad, sino que debe acreditarse 
de forma fehaciente que el sujeto es menor de catorce años, en orden a delimitar la 
relevancia jurídico-penal de la conducta. Sin embargo, ahora deberá acreditarse que tiene 
menos de dieciocho años, a partir de la incidencia normativa de la Ley Nº 28704. (Peña 
Cabrera, 2013: 770-771) 
 
3.5. Bien Jurídico 
 
En esta figura delictiva tutela la indemnidad o intangibilidad sexual de los menores de 
catorce años de edad, ahora la moralidad de los menores de dieciocho años hasta los 
catorce años de edad. En principio se trata del normal desarrollo de la sexualidad, en 
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cuanta esfera que se puede ver gravemente comprometida como consecuencia de 
relaciones sexuales prematuras; mientras la edad de la víctima vaya en descanso, los 
efectos perjudiciales, serán mayores, de ahí que las penalidades también sean mayores.  
 
En la siguiente ejecutoria recaída en el Recurso de Nuliad Nº 63-04-La Libertad, se 
precisa lo siguiente: 
El delito de violación sexual de menor de catorce años de edad se encuentra previsto y 
sancionado por el artículo ciento setentitrés del Código Penal, en donde el bien jurídico 
protegido es la intangibilidad o indemnidad sexual, ya que como reconoce la doctrina 
penal: “El caso de menores, el ejercicio de la sexualidad con ellos se prohíbe en la 
medida en que puede afectar el desarrollo de su personalidad y producir en ella 
alteraciones importantes que incidan  en su vida  o su equilibrio psíquico en el “futuro. 
De allí que para la realización del tipo penal o entre en consideración el consentimiento 
del menor pues este carece de validez, configurándose una presunción iuris et de iure 
de la incapacidad de los menores para consentir válidamente 
 
En el caso de los menores, el ejercicio de la sexualidad con ellos se prohíbe en la medida 
que puede afectar el desarrollo de su personalidad y producir en ella alteraciones 
importantes que incidan en su vida o su equilibrio psíquico en el futuro. (Peña Cabrera, 
2013: 771) 
 
3.6. Tipo Objetivo 
 
3.6.1. Sujeto activo 
Comúnmente lo es un hombre, no obstante la mujer también podrá serlo. Para 
Logoz, una mujer que dispensa sus favores a un muchacho menor de catorce años 
es punible con el mismo título que el hombre que abusa de una menor de la misma 
edad; pues la libertad sexual es privativa tanto del hombre como la mujer, sin 
interesar su opción sexual (heterosexual u homosexual), hasta que se dé la 
posibilidad de realización de la conducta descrita en el tipo base. Lo que se 
incrimina es el abuso sexual, el aprovechamiento de la minoridad del sujeto pasivo, 
para la configuración del acceso carnal sexual; este abuso puede provenir tanto de 
un hombre como de una mujer. Si el actor es menor de edad, resulta un infractor de 
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la ley penal, por lo que su persecución será de competencia de la Justicia de Familia. 
(Peña Cabrera, 2013: 772) 
 
3.6.2. Sujeto pasivo 
Puede serlo tanto el hombre como la mujer, menores de catorce años de edad, ahora 
menores de dieciocho años, luego de la sanción de la Ley Nº 28704. Puede ser 
también una persona sometida a la prostitución siempre y cuando sea menor de 
catorce años, pues si es mayor de catorce y menos de dieciocho años, la conducta 
será reprimida según los alcances del artículo 179º-A; si el sujeto activo es 
proxeneta, se produce un concurso real de delitos. Y si esta es casada con el agresor, 
también podría darse esta hipótesis delictiva, al margen de la flagrante antinomia 
que se produce entre las previsiones del derecho privado con las del derecho 
punitivo; pues mientras las primeras le confieren la posibilidad de contraer nupcias, 
por lo tanto, de convivencia sexual, las segundas reprimen dicha convivencia con 




3.6.3. Acción típica 
Estimamos que este tope es prudente; primero, porque la vida moderna ha 
despojado a los jóvenes de ese candor sexual tan apreciado hasta hace alguno años 
y, más aun, porque a los catorce años los niños han alcanzado un desarrollo 
biológico completo; el segundo lugar, porque en nuestro nativos el problema sexual 
es casi inexistente, debido, fundamentalmente, a su concepción cultural. Los niños 
desde muy pequeños ayudan a sus padres en el trabajo, ambiente que propicia las 
relaciones sexuales prematuras; y en tercer término, este límite legal guarda 
congruencia con la edad matrimonial. En efecto, el Código Civil de 1984 permite 
excepcionalmente el matrimonio con mujeres mayores de catorce años (artículo 
241º inciso 1). Es asertivo,  establecer una circunstancia agravante cuando el menor 
es de siete o menos años de edad, ya que causa una mayor conmoción social, cuando 
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la víctima es un niño de edad tan prematura. El legislador ha recogido este clamor 
popular.  
 
El artículo 173º exige el acto sexual o un acto análogo. Es decir, que para que se 
realice típicamente esta figura la ley prescribe la realización del yacimiento o de un 
acto parecido; asimismo, según la nueva descripción típica, normativamente se ha 
definido que el acceso carnal puede ser vía anal vaginal y bucal tratándose del 
miembro viril, pudiéndose perfectamente producir una violación a la inversa.  En 
principio, la doctrina y nuestra jurisprudencia consideran como “acto análogo” los 
actos contra natura (coitus per anum) que se hacen sufrir a una niña o a un niño; 
ahora la amplitud que se desprende de la conducta típica, hace extensiva la 
realización delictiva, al acceso carnal que puede producirse con el ingreso del 
miembro viril en las vías vaginal, anal y bucal, de otras partes del cuerpo en las dos 
primeras vías así como otros objetos. (Peña Cabrera, 2013: 773) 
 
La modificación efectuada por la Ley Nº 28251, implica reconocer no solo los actos 
constitutivos de un acto sexual, sino también de agresiones sexuales, cuando se 
introducen objetos en las vías vaginales y anales; por lo que la desfloración del 
himen no solo puede ser producto de la penetración del miembro viril, sino también 
a consecuencia de dichos objetos. Sin duda, al tratarse de menores, la inexperiencia 
y el incompleto desarrollo orgánico, pueden provocar afectaciones en suma 
significativas del menor, tanto en el desgarramiento de ciertos órganos del cuerpo, 
como el ámbito estricto de la emotividad. Si se desencadena afectaciones visibles 
en la integridad corporal o fisiológica, se daría un concurso ideal de delitos con 
lesiones, siempre y cuando sean causados al menos con dolo eventual, pues si 
fueron causadas de forma negligente, estaríamos ante la figura contemplada en el 
artículo 173º-A. 
 
A lo antedicho podemos agregar un argumento médico legal;  en muchos supuestos, 
la consecuencia deviene el forzamiento del agente para consumar la penetración, 
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puede ser el desgarro perineal e, inclusive, el rompimiento del tabique ano-vaginal, 
por lo que exigir penetración, seria pedir, presencia de lesiones graves o de 
homicidio, o que sería a todas luces injusto.  
 
A diferencia de las violaciones (ultrajes sexuales), que tiene como victimas mayores 
de catorce años, la tipicidad penal de la conducta no está condicionada al despliegue 
de la violencia y/o de la amenaza u otros medios viciados de la voluntad, como 
medio comisivos, pues en tanto la ley penal no le reconoce a los menores “libertad 
sexual”; por tales motivos, cualquier contacto de esta naturaleza, ha de ser encajado 
bajo los contornos normativos del artículo 173º del texto punitivo. Lo que se tiene 
que acreditar en el decurso del procedimiento penal, es únicamente el acceso carnal 
sexual, mediando las acciones que se han previsto en la estructuración típica del 
artículo invocado y, que el sujeto pasivo-al momento del hecho punible, contaba 
con la edad cronológica que se detalla en algunos de los incisos reglados en el 
enunciado normativo en cuestión, de manera que no resulta exigible a probanza de 
algún tipo de lesión paragenital, por lo tanto desdeñable que la víctima haya exigido 
algún tipo de resistencia o que la penetración del miembro viril u otro medio idóneo, 
haya tomado lugar mediando algún tipo de violencia, que hay provocado algún tipo 
de afectación a la integridad corporal y/o fisiológica de la víctima. Empero, si es 
que se advierte que el agente hizo uso de dichos medios comisivos, el juzgador ha 
de tomarlos en cuenta, al momento de la determinación e individualización de la 
pena, decidiendo por una penalidad de mayor intensidad penológica.  (Peña 
Cabrera, 2013: 774) 
 
No tiene ninguna trascendencia para calificar la conducta delictiva ni menos para 
liberar de responsabilidad penal al agente, el hecho que la víctima menor se dedique 
a la prostitución o que la propia víctima haya seducido al agente o el hecho que 




Es indiferente los medios utilizados por el autor para la realización del delito; 
violencia física, amenaza, engaño, etc. La ley solo pone como exigencia típica, que 
el sujeto activo dirija su conducta hacia la perpetración del “acceso carnal sexual”, 
esto es, el acceso del miembro viril a las cavidades vaginal, anal, y bucal, y/o 
introduciendo partes del cuerpo u objetos sustitutos del pene en las dos primeras 
vías, prescindiendo de todo elemento típico complementario. Tampoco interesa el 
hecho que el menor sea corrompido e, inclusive, ejerza la prostitución, o que sea 
virgen. Empero, si se produjo violencia y/o grave amenaza, el disvalor en la acción 
podrá significar una mayor dureza en la reacción punitiva, en cuanto un mayor 
grado de afectación también en la antijuridicidad  material.  (Peña Cabrera, 2013: 
775) 
 
3.7. Tipo Subjetivo 
 
Es la conciencia y voluntad de realización típica, es decir, la esfera cognitiva del dolo, 
debe abarcar el acceso carnal sexual a un menor de dieciocho años, claro está, el 
conocimiento está condicionada a la edad cronológica que se ha previsto en los tres 
supuestos típicos. Esto implica el conocimiento de la edad de la víctima y la información 
del carácter delictivo del hecho, este último refiere en realidad al error de prohibición.  
 
El error de tipo puede ser vencible o invencible.  
 El error invencible estriba sobre un elemento esencial de tipo, su presencia en el 
conocimiento del autor es imprescindible para que pueda configurarse la 
realización típica de un delito, en cuanto a la incidencia misma del tipo objetivo, 
no puede haber dolo si el autor yerra sobre un elemento condicionante de la 
tipicidad. La invencibilidad del error, excluye el dolo y la culpa, por cuanto el 
autor, a pesar de haber realizado los esfuerzos necesarios le era imposible salir del 




 El error vencible se presenta cuando el autor no ha tomado la diligencia debida 
para poder evitar el error, pudiéndolo haber hecho; en consecuencia, el delito será 
sancionado como culposo, siempre y cuando éste se encuentre previsto en la 
norma penal, de no ser así quedaría impune, toda vez que según los artículos 11 y 
12 del C.P, su punibilidad está condicionada a su expresa tipificación por parte 
del legislador. El cuidado exigido o la diligencia debida, se determinara en función 
a la capacidad individual de las circunstancias concretas de la acción (capacidades 
y conocimientos individuales del autor), mas no sobre parámetros de corte 
artificial (hombre medio). El que yace sexualmente (acceso carnal) con una mujer, 
en la creencia errónea de que tenía más de 14 años de edad, etc, el error puede 
provenir del propi autor, o a resultas de una conducta atribuible a la víctima. Así 
en la siguiente ejecutoria recaída en el Exp. Nº 313-2004-Huanuco (Pasco)  
Ha quedado establecido que las partes procesales mantienen ya una relación 
amorosa y convencional no teniendo conocimiento el procesado que la 
agraviada era menor de catorce años, al haberte asegurado ésta que contaba 
con quince años de edad, aunado a ello, con la testimonial de Yobana Medina, 
quien sostiene que conoce a la agraviada, y afirma haber estado en la 
celebración de sus quince años, donde conoció al citado procesado, por lo que 
se excluye la tipicidad no existiendo en autos indicios que desvirtúen la 
existencia del error, que siendo así se ha incurrido en error de tipo invencible 
por parte del procesado por lo que resulta procedente su absolución. 
 
En la ley penal peruana el error esencial e invencible sobre el conocimiento de edad de la 
víctima excluye la responsabilidad o la agravación. Ahora bien, el error sobre la edad del 
sujeto pasivo no debe de prevenir de negligencia. El agente debe esforzarse por saber cuál 
es la edad, no pudiendo excusar, per se, la ignorancia o el engaño, si la existencia de otras 
circunstancias hubiera podido enderezar tal convicción; no es suficiente, por ello, .una 
credulidad pasiva. Así se pronuncia la siguiente ejecutoria, recaída en el Exp. Nº 1230-
2003-La Libertad  
(…) no cabe alegar, error de tipo invencible para justificar su conducta, puesto que de 
autos está acreditado, por la propia versión en juicio del acusado, cuando reconoce que 
conversaba sobre la edad de la agraviada a quien incluso conocía desde hace dos años, 
cuando cursaba el primer año de secundaria, lo que permite colegir que no existió tal 




Mientras que habrá error de prohibición vencible, cuando el agente pudo haber salido del 
desconocimiento en que se encontraba, si es que hubiera sido más diligente. Así, la 
siguiente ejecutoria el procesado espontáneamente ha referido que desconocía tener 
relaciones con una menor de catorce años era delito; sin embargo, este error de 
prohibición era  vencible, pues por sus cualidades personales él podría haberse informado 
al respecto. Entonces, la apreciación del grado cognitivo del error así como el 
desconocimiento de la Antijuricidad, dependerá en suma de los mecanismos, 
informaciones y otros que haya contado el autor al momento de la realización típica, así 
como sus condiciones personales y otras circunstancias concomitantes. Si es que se 
prueba fehacientemente que el autor incurrió en un error de tipo, acerca de la edad de la 
víctima, se podrá exigir su responsabilidad penal; siempre y cuando no se haya ejercido 
violencia o intimidación y si éste es de naturaleza invencible, tal como se desprende del 
primer párrafo del artículo 14º del C.P; pues si se ejerció violencia y/o grave amenaza 
para acceder sexualmente  la víctima, la conducta se encuadraría típicamente en el artículo 
170º del Código Penal. En este orden de ideas, estas situaciones deben apreciarse con 
suma prudencia, evitando los abusos. La aplicación del error atenuante solo deberá 
proceder cuando se haya examinado toda la constelación de factores que han rodeado el 




El delito de violación de menores se consuma con el acceso carnal, en cualquiera de las 
vías descritas en el tipo base, basta para la perfección delictiva que el miembro viril 
ingrese de forma parcial, a su cómo otra parte del cuerpo y/o objetos sustitutos del pene. 
No se requiere el yacimiento completo, ni siquiera un comienzo de aquel; así como 
tampoco la fecundación; menos la desfloración, éste será a lo más un dato objetivo para 
acreditar la relación delictiva, ante la conducta generadora del riesgo y la acusación del 
resultado lesivo. Hay consumación aun cuando no se logre la cabal introducción del pene 
por la inmadurez del órgano sexual del ofendido. La siguiente ejecutoria recaída en el 
Recurso de Nulidad Nº 1218-2001, al respecto señala lo siguiente  
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(…) se encuentra acreditada la responsabilidad penal del encausado por el delito de 
Violación Sexual, aunque por la comisión del delito consumado y no en el grado de 
tentativa (…) la menor agraviada presenta desfloración himenal con lesiones  parciales 
antiguas, esto es que hubo penetración parcial del pene del agresor en la vagina de la 
víctima y no penetración completa que evidenciaría un desgarro total del himen y 
lesiones tipo desgarro en la pared vaginal, pero igual existió penetración y en 
consecuencia la consumación del delito de Violación Sexual de Menor de Edad (…). 
 
La tentativa es admisible, esto es, el agente por causas extrañas a si quiere no logra 
penetrar a su víctima o en su caso, voluntariamente decide no penetrarla o introducirle 
objetos de apariencia sexual o partes del cuerpo, mas no al no mediar violencia ni amenaza 
grave, la calificación de las formas d imperfecta ejecución es una tarea valorativa no muy 
fácil de concretar. Serian todos aquellos actos tendentes a obtener el consentimiento 
viciado del menor, la seducción, el engaño, el ofrecimiento de ciertos favores, etc.; más 
en el caso con el que se ejercite violencia (vis absoluta) sobre la víctima, dichos actos 
constituirán el comienzo de los actos ejecutivos, a pesar de no estar descritos en la 
tipificación penal. (Peña Cabrera, 2013: 778) 
 
3.9. Concurso de Delitos 
 
Este delito concurre, generalmente, con los delitos de homicidio, secuestro, robo y 
lesiones, cuando se afecta en simultaneo la intangibilidad sexual y la esfera corporal, será 
constitutivo de un delito de lesiones en concurso ideal, así también si se produce la muerte 
de la víctima. La solución anotada dependerá de si dichos resultados fueron buscados por 
el autor o, al menos abarcados por su esfera cognitiva con dolo eventual; pues si se 
produjeron de forma imprudente, esto es, con culpa, la conducta deberá ser reconducida 
al tipo del artículo 173º-A, los actos mismos de coerción son constitutivos solo de 
violencia de menor, no entran en concurso con el delito de coacciones; sin embargo, si el 
autor ha privado de su libertad al menor, a fin de hacerse de un patrimonio, y en el ínterin 
abusar sexualmente de él, si se producirá un concurso ideal de delitos con el tipo previsto 
en el artículo 151º, mas no real, en la medida que el secuestro es un delito de naturaleza 









4.1.1. Casación Nº 107-2010-La Libertad.  
Sobre  Posición de autoridad a confianza sobre la víctima de violación sexual. (Art. 
173. violación sexual de menor de edad) en su Tercer Considerando establece: 
Resulta pertinente indicar que la agravante descrita en el último párrafo del 
artículo ciento setenta y tres del Código Penal encuentra sustento, pues se basa 
en casos como en el que es materia de evaluación en deberes de responsabilidad 
institucional, en efecto, cualquier persona que tenga un grado jerárquico que le 
permita ostentar un mejor posicionamiento o status respectos a sus subordinados, 
no puede aprovecharse de ello para violentar ni la libertad, en caso de mayores 
de catorce años de edad, no la indemnidad sexual, en caso de menor de catorce 
años de edad, lo que evidentemente ha sucedido en el caso materia de análisis, no 
siendo necesario que exista de manera objetiva alguna “interacción” entre el 
sujeto activo y la víctima, pues el conocimiento de la posición o el cargo es 
suficiente para generar esa particular condición de supremacía de una persona 
sobre otra y la utilización indebida de ello es lo que se sanciona con la agravante 
aplicada al encausado, en tal virtud, se concluye que no es de recibo el citado 
motivo casacional. (Bermúdez Tapia, 2015: 115) 
 
4.1.2. R.N. 1954-2016. Deficiencias  de la labor fiscal, en aplicar correctamente  
el Art. 173 del C.P.  
En el Recurso de Nulidad N° 1954-2016, San Martín, emitido  por la Primera Sala 
Penal Transitoria de la Corte Suprema de Justicia,  en su cuarto considerando 
señala:  
Que el artículo 170, numeral 2 del Código Penal, según la Ley N° 28963, de 24 
de enero de 2007, estableció como circunstancia agravante específica el 
prevalimiento por razón de una relación laboral o si la víctima era empleada del 
hogar. Si bien el vínculo laboral entre imputado y agraviada se incorporó en 
los hechos declarados probados, desde el principio acusatorio el Fiscal no lo 
planteó como una circunstancia agravante específica de tercer grado, pues 
de otra forma lo hubiera incluido en el párrafo final del artículo 173 del 
Código Penal, que precisamente comprende el supuesto de prevalimiento –
en términos más generales pero igualmente comprensivos de los hechos sub-
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materia–. Siendo así, tal circunstancia no puede servir para la tipificación, pues 
se trata de un asunto relativo exclusivamente a la tipicidad del hecho cometido y 
a la tipicidad por retroactividad benigna, que no permite una tipificación 
independiente, al margen del principio acusatorio, es decir, de lo planteado y 
debatido en el juicio oral. (Lescano Calvo,  2017 mayo 23) 
 
Como se advierte que en la presente casación el Fiscal, cometió craso error al no 
advertir  que esta conducta  si configura  en el último párrafo del Art. 173 del código 
penal vigente, y con ello, la pena será mucho más drástica. Toda vez, que entre  el 
imputado y la menor  agraviada existía una posición de dominio, con lo que se 
agrava la pena. 
 
4.1.3.  R.N. 3521-2015, Huánuco: Valoran “sentimientos de venganza” entre la 
madre de la menor y el acusado de violación sexual.  
En el Recurso de Nulidad Nº 3521-2015, Huánuco, emitido  por  la Sala Penal 
Permanente, en su 4.6 y 4.7  considerando  precisa: 
 
4.6 En consecuencia, se advierte que la versión incriminatoria de la menor 
agraviada, si bien es coherente; no obstante, no cuenta con corroboraciones 
periféricas suficientes para generar certeza respecto a los hechos atribuidos al 
procesado, más aún si entre el encausado y la madre de la menor se advierten 
sentimientos de venganza y/o resentimiento, motivo por el cual no cumplen con 
los requisitos establecidos por el Acuerdo Plenario N° 02-CJ-116 -[a) ausencia 
de incredibilidad subjetiva, b) verosimilitud, y c) persistencia en la 
incriminación]-. Además, considerándose que la denuncia se realizó de manera 
tardía -que si bien es no es un fundamento de exculpación, genera una duda 
razonable respecto a la veracidad de la sindicación, conforme se puede apreciar 
en el recurso de nulidad 3420-2013, Sala Penal Transitoria, emitida el veintiuno 
de mayo de dos mil quince- y a que la sindicación de la citada menor estaría 
dotada de ánimos espurios, surge una duda razonable que lo favorece y ampara 
constitucionalmente: en ese sentido, corresponde absolver al citado encausado de 
la acusación fiscal recaída en su contra. 
4.7 En ese sentido, teniendo en cuenta que la base incriminatoria está determinada 
por el aporte realizado por el representante del Ministerio Público, se advierte que 
el material probatorio actuado no resulta suficiente para generar certeza de la 
responsabilidad del encausado Carlos Fernando Gaspar Gonzáles por delito de 
violación sexual de menor de edad, máxime si se tiene que no obra en autos 
documentación pertinente que se constituya (como suficiente prueba de cargo y 
permita generar certeza respecto de su responsabilidad penal; por ende, 
corresponde la aplicación del principio ¡n dubio pro reo, consagrado en el inciso 
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once del artículo ciento treinta y nueve de la Constitución Política del Estado, ello 
en virtud a la duda razonable generada por las razones ya expuestas; que denota 
que las actuaciones desarrolladas a lo largo del proceso penal no han podido 
enervar la presunción de inocencia que existe a favor de todo procesado, en este 
caso del referido encausado, no apreciándose otros elementos probatorios o 
indicios que demuestren su responsabilidad penal en el citado delito; más aún, si 
sólo cabe condenar a una persona cuando se ha llegado a la certeza sobre su 
responsabilidad en la comisión del hecho imputado, conforme se acota al expresar 
que: “A veces acontece que, pese al máximo esfuerzo desplegado durante la 
actividad probatoria, en el juicio oral, este termina sin que resulte probada 
fehacientemente la culpabilidad y responsabilidad del acusado, pero tampoco la 
inculpabilidad o irresponsabilidad del mismo. Lo único que se logra es constatar 
que existen razones antagónicamente equilibradas en pro y en contra de él; de 
modo que, es imposible poder afirmar o negar categóricamente la culpabilidad y 
responsabilidad del acusado (…). A esta duda definitiva que resulta de la 
contraposición equilibrada y antagónica de razones se llama también: duda 
positiva, (…) la duda positiva o duda reflexiva es el fundamento del indubio pro 
reo.”. En ese sentido, se aprecia que en autos no obra material probatorio válido 
y suficiente que permita generar convicción de la responsabilidad del encausado, 
por lo que, debe absolvérsele de la acusación fiscal recaída en su contra. (Beltrán 
Felipa, 2017 junio 17) 
 
 
4.1.4. R.N. 3231-2014, Del Santa: No denunciar violación sexual de hija no 
convierte a la madre en partícipe del delito 
En el Recurso de Nulidad Nº 3231-2014, Del Santa, emitido  por  la Sala Penal 
Permanente, en su   considerando 2.1.9.,  precisa: 
 
2.1.9. La falta de conocimiento de parte de la encausada Valle Quiliche, si se 
analiza el tipo subjetivo –no trascendente en la medida en que la conducta de la 
encausada no ingresa al tipo objetivo- conlleva a reafirmar la atipicidad de sus 
conducta, pues el título de imputación que recae sobre la encausada Valle 
Quiliche es de cómplice secundario, nivel de intervención delictiva que requiere 
la presencia del dolo, pues nuestro  sistema penal no prevé la participación a título 
de culpa, mucho menos en un delito doloso como el de violación sexual de menor 
de edad, en ese sentido, del material probatorio actuando, se advierte que la 
encausada Valle Quiliche no conocía del delito del que habría sido víctima su 
menor hija, la agraviada de iniciales Y.Y.R.V., esto es, su actuación, a falta de 
dolo, tampoco podría ser reprochable penalmente. En ese sentido, en atención a 
las facultades conferidas en ele artículo 301 del código de Procedimientos 
Penales, debe absolverse a dicha encausada de la acusación fiscal recaída en su 




4.2. Jurisprudencia Vinculante 
 
4.2.1. Casación 292-2014, Ancash. Doctrina jurisprudencial vinculante: 
Valoración de la prueba de ADN en el delito de violación sexual 
En la   Casación Nº 292-2014, Ancash, emitido por la Sala Penal Permanente de la 
Corte Suprema, donde estableció doctrina jurisprudencial vinculante para la 
valoración de la prueba científica de ADN en los delitos de violación sexual, en los 
considerandos:3.3.4, 3.3.5 y 3.3.6, y es  como señala: 
 
3.3.4. Cuando en el proceso se presenta una prueba científica de ADN que guarde 
una relación directa con el hecho principal que se pretende probar, ésta debe 
actuarse en sede de instancia y en tiempo oportuno, así como efectuar su 
valoración previa a la emisión de sentencia. El juzgador no puede sentenciar si 
no se ha efectuado la actuación probatoria de dicha evidencia científica. Lo 
contrario afectaría el derecho a la prueba que es consustancial al principio de 
inocencia. 
3.3.5. La aplicación forense de la prueba de ADN, se da en la investigación 
biológica de la paternidad, en la resolución de problemas de identificación y la 
investigación de indicios en criminalística biológica, es decir, el análisis de 
muestras biológicas de interés criminal, como los tejidos, pelos, restos óseos, 
fluidos de sangre, saliva, semen, orina entre otros. 
3.3.6. En los delitos contra la libertad sexual, cuando se trata de imputación contra 
una sola persona que ha mantenido relaciones sexuales con la presunta agraviada 
y a consecuencia de ello procrea un menor, es necesario la realización de la 
prueba científica de ADN a fin de determinar la paternidad y la responsabilidad 
penal o no del encausado. (Pereyra Villar, 2017 Mayo 30) 
 
 
4.3. Acuerdos Plenarios 
 
4.3.1. Acuerdo Plenario N° 3-2011/CJ-116 
D. La situación de las víctimas menores de edad 
11°. Merece especial atención lo concerniente a la pena conminada y a su relación 
con la edad del sujeto pasivo, que en la praxis judicial resulta ser la principal fuente 
de problemas hermenéuticos y distorsiones prácticas. En efecto, el sujeto pasivo en 
todos estos delitos puede serlo una persona adulta o un menor de edad. En el 
supuesto del menor de edad, el contenido del injusto se encuentra diferenciado en 
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virtud al nivel etáreo con que cuenta la víctima y es tratado siempre como una 
agravante específica. 
No obstante ello, los estándares de pena conminada para los delitos que se están 
analizando difieren notablemente. Así, en el caso de los delitos de violación sexual 
de menor de edad, el quantum punitivo es agravado secuencialmente desde los 25 
años de pena privativa de libertad hasta cadena perpetua. En cambio, en la trata de 
personas, la pena fijada para las circunstancias agravantes específicas basadas en la 
edad de la víctima oscila desde los 12 hasta los 35 años de privación de libertad. 
Empero, la sanción es ostensiblemente menor a los casos anteriores cuando se trata 
de actos de favorecimiento a la prostitución o la explotación sexual de una persona 
menor de edad, ya que las penas fluctúan para el primer delito entre 5 y 12 años de 
pena privativa de libertad, mientras que para el segundo supuesto típico se prevé 
una pena privativa de libertad no menor de 6 ni mayor de 12 años. 
4.3.2. R.N. 624-2014, Ayacucho: Persistencia incriminatoria en delito de 
violación sexual (correcta interpretación del Acuerdo Plenario 2-2005) 
En el Recurso de Nulidad Nº 624-2014, Ayacucho, emitido  por  la Sala Penal 
Permanente, en sus fundamentos acota: 
 
En buena cuenta, el juzgador entiende que la imprecisión que existe en la 
declaración de la menor respecto a las fechas en que acontecieron los abusos, 
elimina la persistencia en la incriminación. Este entender resulta erróneo por dos 
motivos convergentes. En primer lugar, la persistencia en la incriminación que 
exige el Acuerdo Plenario 2-2005/CJ-116 no puede entenderse como un relato 
pormenorizado que incluye hasta el más mínimo detalle sobre el momento y la 
hora en que ocurrieron los hechos. Esa persistencia debe entenderse referida al 
núcleo de la imputación que sustenta la tesis acusatoria. Sin duda, si el relato 
incriminatorio varía en el tiempo respecto a cómo ocurrió el hecho criminal, no 
existirá persistencia en la incriminación. Pero si, por el contrario, la variación en 
el relato versa sobre circunstancias periféricas, no se puede entender que no existe 
persistencia en la incriminación. Y en segundo lugar, no se puede exigir a una 
menor que tenía ocho años cuando fue violentada, que se acuerde con toda 
precisión de las fechas exactas en que ocurrieron eventos tan traumáticos. (Mayta 





V. DERECHO COMPARADO 
 
Delitos sexuales de  menor de  edad, según cada  país. 
 
5.1. En el Código Penal Colombiano 
 
Este comprendido dentro del Título IV, Delitos contra la Libertad, Integridad y 
Formación Sexuales, Capitulo II, De los Actos Sexuales Abusivos y son: 
 
Artículo 208. Acceso carnal abusivo con menor de catorce años. [Modificado mediante 
el artículo 4 de la ley 1236 de 2008] El que acceda carnalmente a persona menor de 
catorce (14) años, incurrirá en prisión de doce (12) a veinte (20) años. 
Artículo 209. Actos sexuales con menor de catorce años. [Modificado mediante el 
artículo 5 de la ley 1236 de 2008] El que realizare actos sexuales diversos del acceso 
carnal con persona menor de catorce (14) años o en su presencia, o la induzca a prácticas 
sexuales, incurrirá en prisión de nueve (9) a trece (13) años. 
Artículo 210. Acceso carnal o acto sexual abusivos con incapaz de resistir. [Modificado 
mediante el artículo 6 de la ley 1236 de 2008] El que acceda carnalmente a persona en 
estado de inconsciencia, o que padezca trastorno mental o que esté en incapacidad de 
resistir, incurrirá en prisión de doce (12) a veinte (20) años. 
Si no se realizare el acceso, sino actos sexuales diversos de él, la pena será de ocho (8) 
a dieciséis (16) años. 
Artículo 210-A. Acoso sexual. [Adicionado por el artículo 29 de la ley 1257 de 2008] 
El que en beneficio suyo o de un tercero y valiéndose de su superioridad manifiesta o 
relaciones de autoridad o de poder, edad, sexo, posición laboral, social, familiar o 
económica, acose, persiga, hostigue o asedie física o verbalmente, con fines sexuales no 
consentidos, a otra persona, incurrirá en prisión de uno (1) a tres (3) años. (Botero 
Bernal, 2016: 312-313) 
 
5.2. En el Código Penal Argentino 
 
Este comprendido dentro del Título III, Delitos contra la Integridad Sexual, en su  
Capítulo II, establece: 
 
ARTICULO 119. - Será reprimido con reclusión o prisión de seis (6) meses a cuatro 
(4) años el que abusare sexualmente de una persona cuando ésta fuera menor de trece 
(13) años o cuando mediare violencia, amenaza, abuso coactivo o intimidatorio de una 
relación de dependencia, de autoridad, o de poder, o aprovechándose de que la víctima 
por cualquier causa no haya podido consentir libremente la acción. 
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La pena será de cuatro (4) a diez (10) años de reclusión o prisión cuando el abuso por 
su duración o circunstancias de su realización, hubiere configurado un sometimiento 
sexual gravemente ultrajante para la víctima. 
La pena será de seis (6) a quince (15) años de reclusión o prisión cuando mediando las 
circunstancias del primer párrafo hubiere acceso carnal por vía anal, vaginal u oral o 
realizare otros actos análogos introduciendo objetos o partes del cuerpo por alguna de 
las dos primeras vías. 
En los supuestos de los dos párrafos anteriores, la pena será de ocho (8) a veinte (20) 
años de reclusión o prisión si: 
a) Resultare un grave daño en la salud física o mental de la víctima; 
b) El hecho fuere cometido por ascendiente, descendiente, afín en línea recta, hermano, 
tutor, curador, ministro de algún culto reconocido o no, encargado de la educación o de 
la guarda; 
c) El autor tuviere conocimiento de ser portador de una enfermedad de transmisión 
sexual grave, y hubiere existido peligro de contagio; 
d) El hecho fuere cometido por dos o más personas, o con armas; 
e) El hecho fuere cometido por personal perteneciente a las fuerzas policiales o de 
seguridad, en ocasión de sus funciones; 
f) El hecho fuere cometido contra un menor de dieciocho (18) años, aprovechando la 
situación de convivencia preexistente con el mismo. 
En el supuesto del primer párrafo, la pena será de tres (3) a diez (10) años de reclusión 
o prisión si concurren las circunstancias de los incisos a), b), d), e) o f). 
(Artículo sustituido por art. 1° de la Ley N° 27.352 B.O. 17/5/2017) 
 
ARTICULO 120 — Será reprimido con prisión o reclusión de tres a seis años el que 
realizare algunas de las acciones previstas en el segundo o en el tercer párrafo del 
artículo 119 con una persona menor de dieciséis años, aprovechándose de su inmadurez 
sexual, en razón de la mayoría de edad del autor, su relación de preeminencia respecto 
de la víctima, u otra circunstancia equivalente, siempre que no resultare un delito más 
severamente penado. 
La pena será de prisión o reclusión de seis a diez años si mediare alguna de las 
circunstancias previstas en los incisos a), b), c), e) o f) del cuarto párrafo del artículo 
119 
(Artículo sustituido por art. 3° de la Ley N° 25.087 B.O. 14/5/1999) 
 
ARTICULO 124. - Se impondrá reclusión o prisión perpetua, cuando en los casos de 
los artículos 119 y 120 resultare la muerte de la persona ofendida. 





6.1. Las últimas décadas han implicado un gran avance en la legislación sobre 
violaciones sexuales, se evidencia modificaciones al Código Penal que han 
permitido la ampliación de la tipificación de la violación sexual, cambiar el bien 
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jurídico tutelado (el “honor” por la “libertad”), incorporar conductas diferentes al 
coito (invasión de un pene en una vagina) para entender y juzgar otras formas de 
violación sexual existentes.  
 
6.2. La investigación sobre el tema de violaciones ha sido escasa en el Perú; en efecto, 
no se ha producido información nueva respecto de la que produce el Estado, no hay 
programas de investigación que tengan una línea de trabajo permanente sobre la 
temática específica ni producción sistemática.  
 
6.3. Las víctimas al ser la prioridad en un caso de violación sexual; implica que la 
atención a la víctima y su estabilización sean elementos fundamentales para 
garantizar el derecho a la vida y a la salud. Sin embargo, los procedimientos para 
establecer una denuncia, la investigación policial y fiscal y el propio proceso de 
juicio someten a las personas a situaciones de re-victimización constante (que 
generan el abandono de los procesos y el temor y desconfianza en las instituciones). 
Así, los procedimientos para el recojo de pruebas para la identificación de la 
ocurrencia del hecho y la identificación del victimario, las pruebas físicas (los 
desplazamientos, costos y tiempo que implican) y los testimonios (que funcionan 
muchas veces como interrogatorios con varias repeticiones) requieren ser 
repensados para evitar la re-victimización. 
 
6.4. Es fundamental reconocer el trabajo de Medicina Legal en el procedimiento de 
investigación en el caso de las violaciones sexuales. Sin embargo, la escasa cantidad 
de establecimientos, los costos de los procedimientos, el escaso personal y la 
cantidad de casos (además de los casos de violación) que se deben estudiar hacen 
que el procedimiento de atención re-victimice al sujeto, genere alta burocracia y sea 
poco amigable para las víctimas. Ello implica varias cosas: continuar el proceso de 
descentralización y desconcentración de Medicina Legal y la construcción de 
instancias locales que permitan la atención primaria, la estabilización de la víctima 
(el kit de violación) y el acompañamiento del sujeto (al menos un kit en cada distrito 
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de una ciudad), lo que evita los largos desplazamientos después del hecho y el 
“borrado” de las pruebas, pero también genera mecanismos de soporte de las 
víctimas, instituciones amigables y mejora las condiciones para la denuncia. 
 
6.5. La víctima de violación se enfrenta a una larga burocracia de procedimientos para 
poder establecer sus demandas y lograr un juicio justo (esto se evidencia en el 
volumen de denuncias policiales que se hacen efectivas en la Fiscalía y el menor 
volumen aún de los que son sentenciados por violación). Además de la denuncia en 
la Policía o el paso por los Centros de Emergencia Mujer, las víctimas deben pasar 
por Medicina Legal para las pruebas periciales y nuevas entrevistas; luego deben 
pasar por Fiscalía, que muchas veces repite el proceso, donde se revisa la prueba 
criminalística y se reconstruyen los hechos, muchas veces hay “careo” con el 
agresor, etcétera. Asimismo, la mayoría de las víctimas deben asumir los costos de 
un abogado, los costos del procedimiento judicial, el tiempo en horas-hombre que 
implica y los años de litigio, con la posibilidad de perder el juicio. En este proceso 
es posible establecer técnicas de recojo de pruebas que, sin vulnerar el debido 
proceso, eviten la re-victimización y poner en riesgo la salud mental o física de las 
víctimas y la exposición al agresor. Así, es importante considerar la posibilidad de 
la concentración del recojo de pruebas, de una entrevista única (como se ha logrado 




6.6. La inseguridad no es un fenómeno reciente, pero sí un fenómeno de moda 
mediática; pues bien, muchos de los delitos que llaman la atención por su carácter 
sensacionalista, sin embargo, no necesariamente son los que más ocurren, los que 
más prevalencia tienen o los que evidencian una situación precaria respecto a la 
comparación regional (ello no implica que no sean importantes, sino que no se han 
extendido de manera radical). Las violaciones sexuales, en cambio, no solamente 
son un fenómeno extendido y recurrente, con alta prevalencia en el país, sino que 
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además muestran la precariedad de la situación comparada del Perú en la región. 
Por ende, la atención a las violaciones sexuales es un tema prioritario por la cantidad 
de casos, por la recurrencia y prevalencia, por su relación con otras formas de 
violencia y porque, además, es una evidencia, según los datos disponibles, que el 
Perú es uno de los países con más alta tasa de denuncias de violaciones de América 
Latina. 
 
6.7. La cantidad de denuncias que se presentan cada año muestran la precariedad de la 
situación de seguridad en el tema. Las víctimas, que se cuentan por miles, son 
sustancialmente mujeres menores de 18 años. Sin embargo, es importante 
considerar la situación de los ataques y de la comisión de delitos, pues no se trata 
por lo general de ataques de actores externos a la vida cotidiana, no son parte del 
ejercicio aislado de un acto de violencia sexual, sino parte de dinámicas extendidas 
de relaciones violentas, que vienen sobre todo de miembros del núcleo familiar, de 
personas cercanas a la vida cotidiana de las víctimas y en situación de asimetría del 
uso de la fuerza física y de dominación estructural.  
 
6.8. Las violaciones con víctimas cuya condición implica un considerable desequilibrio 
de la fuerza física, por lo general las víctimas son menores de edad, que por sí 
mismas tienen dificultades para resistir, que viven en relaciones asimétricas de 
poder y condiciones de dominación. Las violaciones sexuales aparecen como 




7.1. Diseñar protocolos de atención especializados para víctimas de violencia sexual y 
proveer espacios de atención a la agraviada de delitos contra la libertad sexual 
dotados de condiciones de privacidad auditiva y visual en la Policía Nacional del 




7.2. Establecer la entrevista única para los delitos sexuales contra mujeres mayores de 
edad. Así también establecer lineamientos para la toma de la declaración de la 
víctima a fin de proteger su integridad emocional y, garantizar con la firma de un 
acta, que la agraviada sea informada de sus derechos en el proceso y de la 
pertinencia de constituirse en parte civil. 
 
7.3.  Implementar equipos especializados en la Unidad de Defensa Pública del Estado, a 
cargo del Ministerio de Justicia, con el objeto de que provea defensa judicial a las 
víctimas de delitos contra la libertad sexual. 
 
7.4. Fortalecer la formación de la Policía Nacional del Perú y del Ministerio Público en 
técnicas de investigación en delitos sexuales privilegiando el recojo de evidencias 
en la escena del crimen teniendo en cuenta que esta se produce, en su mayoría, de 
acuerdo a esta investigación, en espacios públicos y privados. Para ello puede 
tomarse como referencia el Protocolo de Estambul. 
 
7.5. Implementar una instancia que registre la  información sobre estos delitos, que 
permita establecer un monitoreo constante de las violaciones sexuales, el inventario 
de casos, tipos y mecanismos. La mirada criminológica sobre este proceso y el 
trabajo sociométrico son fundamentales, siempre y cuando permanezcan en el 




La presente  monografía  abordo el tema de la intangibilidad sexual de menor de  edad, el 
cual es  un problema  frecuente  en el mundo, con especial incidencia  en el Perú, donde  
desafortunadamente lidera  las cifras  de registro de violación y tocamientos indebidos de  
menor  de  edad,  la misma que incrementa  sus  registros  en las  zonas  rurales,  selva  y 
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alto andina,  cuyas  víctimas  algunas  de  sus veces  son captadas  por la trata  de blancas,  
para  la prostitución infantil 
 
 Por otra parte, en la legislación penal si bien es  cierto, se  ha incrementado las penas, 
muchas de sus veces el representante del Ministerio Publico, no adecua  su acusación 
fiscal en el tipo penal  correcto  (Art. 176-A) para  casos  de  tocamientos indebidos de  
menor de  edad, lo que trae consigo, la imputación incorrecta del tipo  penal, lo que es  
evidenciado  en una  reciente  jurisprudencia.  Es necesario,  que el Estado adopte  
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